modificación al código procesal penal de la provincia.

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º.– Agrégase al final del segundo párrafo del artículo 218 del Código Procesal Penal de la Provincia –texto según ley 12.162–, la siguiente frase: “Cuando se disponga el allanamiento de un Estudio Jurídico la diligencia será practicada personalmente por el Juez o por el Actuario, con comunicación previa al respectivo Colegio de Abogados, el que podrá solicitar la presencia de un miembro del Directorio durante el procedimiento”.

Artículo 2º.– De forma.

Señor Presidente:


Las órdenes de requisas domiciliarias deben ser fundadas, porque importan una medida de coerción real que afecta el ámbito privado de las personas. Existe una larga tradición de defensa del ámbito donde las personas desarrollan su intimidad, que se remonta a los fueros españoles y que adquirió notoriedad en el derecho anglosajón. Por eso todo allanamiento de esa esfera debe estar suficientemente motivado y esas razones constar en un medio documentado.


Pero cuando esa medida se dispone respecto de un Estudio Jurídico existen otros bienes jurídicos que proteger, además del derecho a la intimidad. En estos casos se compromete el derecho de defensa y el deber del secreto profesional, tan caros a un régimen republicano y democrático.


Este proyecto de ley tiende a resguardar estos derechos fundamentales, que se relacionan con el ejercicio de la abogacía. Por eso la ley nacional 23.187, que regula el ejercicio  de la profesión de la abogacía en la Capital Federal, en su art. 7°, al establecer los derechos específicos de los abogados, menciona expresamente, en el inciso e), la “inviolabilidad del estudio profesional” y prescribe que, en caso de allanamiento, deberá darse aviso al Colegio para que este pueda participar del procedimiento.


Entre nosotros y en el ámbito de la Justicia Federal, existe una larga tradición en idéntico sentido, cuando se trata de allanamientos dispuestos a pedido de la A.F.I.P. (ex D.G.I.). En este sentido nos basta recordar las Acordadas N° 64 del 12 de marzo de 1981 y N° 238 del 2 de diciembre de 1993 de la Cámara federal de Apelaciones de Rosario, cuyos textos acompaño en fotocopias.


En síntesis, señor presidente, consideramos que con el agregado que proponemos contribuiremos a resguardar los bienes jurídicos esenciales en el ejercicio de la abogacía: el derecho de defensa y el secreto profesional.

Danilo Kilibarda

